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el art. 27 de la LPL (1980) -tal como se habia hecho en casos anteriores
de ausencia de la recurrente. como por ejemplo para el acto de con­
ciliación y juicio. -en que fUe citada en la persona de una empleadó:l..
segun consta en aut05-, cumpliendo COn exactitud los requisitos que
hacen viable esta fonna de notificación. Sin embargo, omitiendo todas
estas actividades previas tendentes a garantizar la no frustración del
derecho a la tutela judicial efectiva. el órgano judicial decidió la citación
por edictos. sin que existiera realmente base suficiente para estimar
razonablemente que la recurrente se encontraba en paradero deseo­
no~ido. toda vez que no se desplegó una minima actividad investigadora
para dar con el paradero de Quien, habiendo promovido el incidente
y esperando percibir una importante indemnización. no era imaginable
que se colocara en situación de ilocalizable.

Como consecuencia, el Auto que se examina vulneró el derecho
u la tutela judicial, reconocido en el arto 24. C.E., cusando indefensión
<1 la hoy recurrente.

S. Tal vulneración no fue remediada por la providencia de 25
de abril de 1989, que denegó el recurso de reposición interpuesto
frente al Auto anterior +:por no citar el artículo infringidoll. De la
lectura de las actuaciones resulta evidente que la hoy recurrente exponía
con toda claridad la situación de indefensión en la que se le había
colocado. invocando la Constitución y la doctrina de este Tribunal.
Ante tal evidencia.· no resulta aceptable el motivo aducido para la
denegación del recurso. motivo que (como ya manifestamos en nuestra
STC 69/1987. fundamento jUrídico 4.°, en un caso similar al presente)
no aparece congruente con el sentido y finalidad del recurso, por cuanto
la infracción procesal denunciada trascendía los mandatos de la Ley
de Procedimiento Laboral, y cobraba carácter de infracción de derechos
fundamentales constitucionalmente reconocidos.

Se imputa también. fmalmente. a la citada providencia la lesión
del arto 24.1 de la Constitución por no haber adoptado dicha resolución
la forma de Auto. con infracción de lo dispuesto en el arto 151 de
la LPL y preceptos concordantes de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
Se trata de una Queja totalmente inconsistente, pues, aun cuando pueda
constituir una transgresíón de una norma procesal,' atendiendo a que

sólo mediante Auto ha de ser resuelto un recurso de reposición, con·
forme previene el an_ 38 1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. carece
de la relevancia constitucional que se le atribuye El defecto referido
comporta aspectos que se desenvuelven en el ámbito de la detenninación
del alcance de la ley procesal. Y como es harto reitemdo, el Tribunal.
«en cuanto n0 es juez de incorrecciones técnico-procesales,' (STe
56/1987), carece de competencia para pronunciarse sobre tales cues­
tiones, salvo qu~ dichas incorrecciones vulneren manifiestamente un
derecho fundamental, lo que no acaece en eJ presente caso, porque
la utilizaci6n procesalmente inadecuada de providencia en ....ez de Auto
no tiene trascendencia para ningun derecho fundamental.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE cosnERE L .... CO.... S1lTlJnÚN DE LA NACIÓN ESPA."<OLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia.

l.0 Declarar la nulidad del Auto de la Magistratura de Trabajo
mim. 23 de Madrid (hoy Juzgado de 10 SocialJ de 18 de abril de
1989 dictado en autos numo I.OS7/88, y resoluciones posteriores rela­
cionadas con la materia resuelta en el mismo.

2.° Retrotraer las actuaciones al momento de la citación para la
vista del incidente de no readmisión para que sea emplazada la recurren­
te en fonna legal.

Publíquese esta Sentenr:ia en el ~Boletin Oficial de! Estado".

Dada en Madrid a once de junio de mil novecientos noventa y
dos.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando Garckl-Mon y González
Regueral--Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Vtlla.-Luis López
Guerra.-Firmado y rubricado.

l. Antecedentes

EN NOMBRE DEL REY

la siguierite

SENTENCIA

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los siguientes ante­
cedentes de hecho:

A) Con fecha 5 de octubre de }984 se presentó demanda en
reclamación de cantidad por doña MaI1a Angeles Castañeda Espinel
contra la empresa -José Abelairas Pérez -hoy recurrente en amparo-,
señalando corno domicilio de ésta la avenida de Zumalacárregui, 101,
bajo. Bilbao. que fue tramitada en la Magistrattlra de Trabajo núm.
1 de VlZcaya (Autos núm. 676184).

B) Esta Magistratura citó a las partes a juicio para ellO de octubre
de 1986. siendo emplazado don José Abelairas Pérez por COrreo cer­
tificado, cuyo acuse de recibo fue devuelto a la Magistratura con la
fónoula «se ausentÓll. A vista de lo cual, dicha Magistratura citó al
demandado por edictos.

C) Celebrada la vista oral sin la comparecencia del senor Abelarias,
el Magistrado dictó Sentencia el 17 de noviembre de 1986. en la que
_estimando la pretensión de la actora condenó a la empresa al pago
de la suma reclamada con el recargo del 10 por 100 de mora.

- D) Firme la Sentencia. se instó su ejecución. trabándose embargo
sobre el local tercero de la planta primera del num. 14 de la plaza
de Pontevedra de La Coruña. En ese momento, y al parecer por la
comunicación de un vecino constructor. Que le manifestó Que en el
*<B.O,P.)l de 12 de junio de 1987 se acordaba el embargo de referencia,
adquirió conocimiento el recurrente de la existencia de este pro­
cedimiento.

E) En esta tesitura, interpuso el recurso extraordinario de revisión
ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo +:por entender, no
sólo que -habia existido maquinación fraudulenta, sino que se habia
infringido lo dispuesto en el arto 24.1 de la Constitución Española,
ya que no se habian adoptado en los actos de comunicadón procesal
todas las fonnas necesarias para llevar a conocimiento personal de
litigante la resoluciÓn judicial a fm de que él pudiera adoptar la conducta
procesal oportuna en defensa de sus derechos e intereses». El recurso
fue desestimado mediante Sentencia de 18 de julio de 1989, al no
apreciarse en la demanda actuación maliciosa o ardid alguno pam
ocultar un domicilio particular.

3. La demanda considera uansgredido el arto 24.1 C.E., que prohibe
la indefensión. al no haber sido debidamente citado ajuicío-ni notificado
de la Sentencia. y, CQnsenCUenlementc, ser condenado sin posibilidad
de defensa.

Entiende la representacion del recutTente que el agente de correos
cumplió defectuosamente su actividad. puesto que se limit6 exclusi­
vamente a devolver la citacion postal, «poniendo lo de ausente en
el domicilio», sin haber intentado su entrega a otra persona. familiar
o vecino.

Sala Primera. Sentencia 9711992, de 11 de jllnio. Recurso
de amparo 1.94011989. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Supremo, desestimando recurso de
rel'lslón interpuesto contra Sentencia de la Magistratura
de Trabaj núm. J de Vizcaya, recaida en aUlas sobre
salarios. Vulneración del derecho a la tutela judicial efec­
tiva: notificación defectuosa.

16504

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomas y Valiente. Presidente; don Fernando Garcia~Mon

y González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina
Villa y don Luis López GuelT8, Magistrados. ha pronunciado

En el recurso de amparo núm, 1.940/89 promovido por don José
Abelairas Pérez. representado por el Procurador don Argimiro Vazquez
Guillén y asistido por el Letrado don Antonio Vázquez Guillén, contra
la Sentencia de- la Magistratura de Trabajo núm 1 de ViZcaya -hoy
Juzgado de lo Social- de 17 de noviembre de 1986 y la de la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo de 18 de julio de 1989, que desestimó
el recurso de revisión interpuesto contra la anterior Sentencia, recaída
en autos núm. 1.270/1984, sobre.salarios. Han comparecido doña Maria
Angeles Castañeda Espinel. representada por la Procuradora·doña Rosi­
na Montes Agustí y asistida por el Letrado don Elías Ortega, así como
el Ministerio Fiscal, Ha sido Ponente el Magistrado don Jesús Leguina
Villa. quien expresa el parecer de la Sala.

1. El 6 de octubre de 1989 tuvo entrada en este Tribunal demanda
de amparo contra las resoluciones referidas que solicitaba la nulidad
de las resoluciones inlpugnadas por infracción del arto 24.1 de la Cons­
titución, y el restablecimiento al recurrente en la integridad de su derecho
a la tutela judicial efectiva, retrotrayendo las actuaciones judiciales al
momento de presentación de la demanda inicial. a fm de que se proceda
a un nuevo señalamiento para el acto de conciüaci6n y juicio y se
cite debidamente al demandado con todas las garantias legalmente
establecidas.
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Por este motivo, el recurrente en amparo termina suplicando se
declare la nulidad de la Sentencia de la Magistratura núm. 1 de ViZcaya
de 17 de nO'liembnl de 1986. as! como de la Sala de lo Social del
Tribunal Supremo de 18 de julio de 1989. retrotrayendo las actuaciones
judiciales al momento de presentación de la demanda iniciaL a fin
.de que se proceda a nuevo señalamiento para el acto de conciliación
y juicio y se le cite debidamente con todas las garantías legalmente
establecidas.

4. Por providencia de 30 de octubre de 1990. la Secci6n Primera
dt: la Sala Primera acordó tener.por interpuesto el recurso de amparo
y, de conformidad con lo dispuesto en el arto 50.3 de la Ley Orgánica
delTn_ Constitucional. conceder un plazo de diez días aJ:Ministetio
FlSCal y al solicitante de ampero, para que este último aportara la
copia de la Sentencia dictada por la Magistratura de Tra~o núm.
1 de VIZCaya, Ya1egal1l1l am_ sobnlla posible CXlempotlUleidad (llIt.
44.2 LOTC) y falta de contenido coostitucional (llIt. 50.1 e) LaTC]
de la demanda. .

5. El Ministerio FlSClll· presentó alegaciones el dia 18 de noviembre
de 1989. En eDas, desllUÓS de poner de manifies10 la posible causa
de lnadmJsI6n del llIt. 44.2 LOTC. dados los días transcurridos desde
la S.entencia recaida en el recurso de revisión hasta la preaentaei6n
de la.demanda.. estima. en cuanto al fondo del. asunto, la cona:mencia
de contenido COns1ituclonal. a la vista de la doctrina de este Tribunal,
sobnl ordenaci6n de los lIClOll de comuniceci6n de los 6Ipnos judiciales
con 1ai partes, que reprodw:e, intetesando, finalmente. si no prospera
la causa de inadmisi6n sefiaJada, la admisión '¡¡ tl'émite de la demanda
de amparo. .c.

6. Con fecha 11 de diciembre de 1989. la SeccI6n __er
por tecibIdos los escritos del Mlnisterio FlscaI y·Procurador seIIor
V6zquez GulIlén, y ala vista de 10 aIepdo. admitir a _tela demanda
de amparo. AJimiImo. aconl6. con anesIo a lo dlspuesto en el llIt.
51 de la Ley 0QIéDil:ll daI Tnbuna1 ConstilucionaI. __ a la Sala
de lo Social daI Tribunal SUpmno y Juzplo de loa Social núm. 1
de VIZCaya, pam que. en el plazo de diez días. _eran testimonio
daI recurso extraordinario de revisión 4.113/87 Y de los aotoa 1.270/84.
respectivamente. in\ereSéDdO... además, el emplazamiento de cuantos
fueron parte en el procedimiento. .

7. Por providencia de 5 de febrero de 1990 la Sección aconI6
tener por recibidas las actuaciones que se remitieron por la Sala de
lo Social del Tribunal SUpremo y JQ7Pdo de lo Social núm. 1 de
V=ya, as! como _er por pénonado a la Procuradora doña Rosina
Montes Aguad en nombre y representación de doña Maria Angeles
castailoda Espine~ y dar vista de las actuaciones por plazo común
de veinte d1as al Ministerio Fiscal y a las representaciones de quienes
fueron parte en el proceso.,pam que dentro de dicho lérmiDo formularan
Ias~~_ .

. 8.· La Procuradora de 100 Tribunales dOda Rosina Moiltes.Agusll.
en representación de doila An¡elea C_oda Espinet W- el 22
de febrero de 1990•.en fil_ de la ·desestimaci6n daI amparo solicitado.
Tras _ sucintamente los hecbos. entiende la reconente que con­
Cllml la clwaa de lnadmJsI6n del núm. 2 daI llIt. 44 de la 'LOTC.
consistente en la preaentaei6n de la demanda fuera de plazo, por haber
ll1UISCUlrido con ...... Ios _te ellas de plazo. que rrm- el referido
precepto.; en el. momento en que se interpuso 'el recurso 'de amparo,
dado que la fonna1izBd6n del rec:uno de revisi6n no reabre el plazo
pam formalizar el de amparO. En SCl\UIldo lupr. considera que el Ma¡is- .
trado de Iostencia actu6 correctamente al proceder al emplazamiento
por edictos, una ... que el· servicio de Coneoa le COIIlUDlcara que
no .ara posible la _ de la citacl6n al seilor Abelairas, por cuanto
.... cambió de direccl6n sin comunicar nada a la Maaistratura de
Trabajo ni al _ de suerte que' lile su falta de diligencia
la que orilIin6 el deaconociln\ento de SU dGmicilio. y la consiguiente
necesi~ de citarle por edictós. Por último. estima que·en modo alguno
_ de mela fe ni con.maqulnaci6n fnwdulenta al facilitar el domicilio
de la empresa. '. . .'

9. El F1IcaI ...;. el Tribunal constitucional, en so'escílto de aÍo­
pciones, re¡lstrado el 3 de marzo de 1990. inm- que .. _e
el amparo pam que con declaración de nulidad de la Sen_cia de
la Ma¡istratura de Tra"-lo... repongan las aetuaelones al tiempo de
la citaci6n pata lInista.Todo e1k>conbase en lo. sl¡uientCa lIIIIlJIlentos:

La actUaci6n de la Maaistratura no puede. 'er considerada como
esmerada en cuanto a la localizaci6D del demandado, porque al recibine
devuelto el acuse de recibo con la fonnula «se ausentó», la Magistratura1::' int....... la citación pOr los demás medios 1ep1es, lo que no

, Aunque DI recurrente por su cese de actividad en el domicilio emple-
. sariaI de BUbao en 1985 podria no haber sido localizado. por la Maais­

tratara de TratNUo en el caso, de haberlo iBtentado por los medios
leples,. es lo cierto que no, se hizo y que con ello no se desmintió
la afirmacióD del actor en- el sentido de que en el lupr donQe' ya
no estaba sablan SU aetuaI domicilio y podrian beberlo dado. Al actuar
~e esta manera, la Mqistratura de Trabé\io no apuró tos medios que

"i'
.,: '

'.-.,'
.'--.~

tenia a su alcance para la citación del demandado y, por tanto, vulneró
el derecho del llIt. 24.1 de la C.E. A lo que habria de añadirse que
ello es más evidente cuando el transeW'SO de los dos años desde. la
presentación de la demanda en la Magistratura.de Trabajo ha$ la
citación a juicio pudo ser determinante de la no localización del
demandado.

10. En su escrito de 3 de marzo de 1990. el Procurador de los
Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén. en representación de don
José Abelairas Pérez, volvió a insistir en los mismos argumentos de
admisión exhibidos en la demanda.

11. Mediante escrito presentado el 3 de marzo de 1990, el recurren~
te, a través de su Procurador seiior Vázquez, solicita de este Tribunal
que diete resolución, acordando la suspensión de la ejecución de la
Sentencia dictada por la Magisttatura de Trabajo núm. I de VIZcaya.
La Seccióq, mediante Providencia de 21 de mayo de 1990. acordó
tener por recibido el precedente escrito del Procurador y formar la
pieza separada de suspensión.

12. DeapUéS de conceder un plazo de tres ellas al Ministerio Fiscal
y a las representaciones de quienes fueron parte en el proceso para
que formularan las alepcioDes pertbJentei sobre la suspensión solio
citada, la Sala Primera aconl6 por Auto de 4 de junio de 1990 la
denepci6n de la suspensi6n de la ejecución de la Sentencia impugnada,
aqumentando que. en el caso de que prosperara el amparo, si la posterio;r
Sentencia que- .dietara en su dia la jurisdiccibn laboral fuera de nuevo
condenatoria. se producida un claro pexjuicio para quien babia obtenido
ya. una resolución favorable, peIjuj.cio. derivado de la dilación, -cm el
cobro" y, por el contrario, el perjuicio que sufrirla el recurrente de
estimane el amparo y resuItar 1ueIo modiIlcado el fallo por el Juez
de Instancia seria siempre reparable mediante la. recuperación de lo
popdo,

13. Por Providencia de fecha 8 de junio de' 1992 .. acord6 seilalar
el d1a 11 del mismo mes para. la deliberaci6n,y votación de la presente'.
Sentencia.

n., Fudameatoa jaridlcoa

,/

1. Denuncia el solicitante de amparo haber sufrido indefensión
por haber sido emplazado sin que se observaran los, requisitos exigidos
por la legislaci6n procesal laboral.

Según la demanda, el recurrente fbe citado primero por correo
en el domicilio social de la Empresa mediante certificado con acuse
de :recibo. que fue devuelto por encontrarse ausente. y acto seguido
por edictos en el .Bo1_ Oficial del Se60ria de VIZCaya>. La primera
noticia que afirma haber tenido del proceso judicial fue; a través de
un YeCino que le inform6 de la pubUcaci6n el dia 12 de junio de
1987 de un edicto de embargo pam cubrir la cantidad a la que babia
sido condenado. Dado que en CIIO momento la Sentencia era firme,
interpuso rec:urso extraordinario .de rev1Ji6n.·con base en dos motivos:
La indefensión softIda (llIt. 24 de la Constituci6n). y la existencia

. de maquinacl6n fraudulenta daI cfemeadante por ocultar el verdadero
.domicilio de la parte demandada (al. 1.796.4 L.C.E.). La Sontencia
del Tribunal Supremo desestim6 el recUrso P.OI' entender, de un lado,

. que el primer motivo no era susceptible de 'ter examinado. pues los
v1cios a los que se contrae el recut'IO ,-SOn 1610 105 tipificados en el
articulo 1.796 de la L.E.C.• y por oollllderar. de otro, que no hubo
conclucta dolosa o maliciosa de la parte recurrida al'facilitar el domicilio
del lugar de trabajo al que acudia diariamente en; vez del domicilio
particular del hoy recurrente en amparo.

2. Antea de proceder al Cl\iIilciamiento d~ la pretensi6n de amparo
deducida. ea preciso examinar el motivo de' inadmísibilidad invocado
por la señ.om Castafteda EspineI¡, consistente en haberse presentado,
a su juicio. la demanda de amparo tuera daI plazo p=isto por el
llIt. 44.2 dae la LOTC. Alega la citada parte que, no siendo necesario
acudir al recurso extraordinario de revisión. 'su interposición supone
una prolongadón artificial del· plazo pera wnir en amparo ante este
Tn'bunaLEl motivo no puede prosperar, puelIO, aunque el plazo para
recurrir en amparo sea ciertamente un plazo, de caducidad que no
es disponible por las partes,: no ha' de olvidarle que esta· exigencia
procesal debe cohonestarsc con el derecho del.interesado a utilizar
cuantas acciones y recursos considere' átilelpam la defensa de sus
derechos. aun los de dudosa proCedencia. siempre que no se vislumbre
en ello una intención meramente dilatoria o deftaudadora del contenido
del plazo legal (SSTC 120/1986 y 143/1986. entre otras muchas).
En el presente caso es patente que la..dbica:= del recurrente con
la a su parecer incorrecta actuación de la dante en el proceso
a qua, al faciJta:r el don1icilio de la Empnlll8.' en lugár del domicilio
particular del demandado (hoy rec:urmrte en m>paro). asimismo cono­
cido por la citada demandante. permitla a1beIpt a IlqUél una leaitima
expectativa de revisión por maquinación ftaudaJeDta. como lo confirma
la Sentencia del Tribunal SupremO. que se lbDitil: simplemente a deses­
timar el recurso de revisión sin aludlr pua nada,a su supuesta impro­
cedencia. No cabe, pues, tener por~~ta demandade amparo

." .. '...~ .

'.',
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que el recurrenle h~ presentado dentro del plazo de veinte dws. corllado~

a part¡r de I:.t n0tificíldón de la Sentellcia r{":<licia en el r,'curso de
revisión.

3. El dere,:ho de defensa reconocido en el ml1culo .>-1..1 de la
Constitución implica la posibiJid¡¡d de un juicio cc'nlradicwrio. cuyo
soporte instrumenml basico es el acto proc ,,';sal de cnmunK'lCiÓn. pues
sin un (kbido emplazamiento las partes no poL1n~trl compar.:"cer en
.I11ici<l ni ddi:llder sus posiciones. Tal emplazamienk1 ha Jt' ser realizadu
pOi el órgano judicial con todo cuidado. cumpliendo la,; normas pro·
cesales que regula dicha actuacIón a fm de asegurar b efectividad
re:.! de 1.:l comunicación (STC 15711987). En lo que al:uie a la cilaciórl
pm correo -:erlificado con acuse de recibo. es eS('Dl.:ial la recepción
de 1.1 cédula p(1r el destinatario; de no ser hallado. e~ preci~o que
el emplazamiento se haga por el Secretario o funcil'nario en quien
delegue. y S1 aún a~í resultara fallido, es preciso qllC la ceduJa de citaciÓil
se entregue a un pariente. familiar o vecino. él quien se impone l;r
ohligacion de hacerla llegar a aquél a la mayor brevedad posible. Las
formahdades establecidas para el caso de no entn'ga al dt>stinatarill
incluyen, además, que se consignen las circunstancias o personalidad
del receptor (STC 21611989).

Con caraeter supletorio y excepciona1 se ha previst,_) la citación
('dictal con publi!,=ación de la cédula en el "Boletin Oficial'" de la pro·
vincia. Aunque esta modalidad de emplazamiento no es contraria al
ordenamiento vigente, debe ser utilizada cuando no ~ea po:;iblc recurrir
a otros medios mas efectivos y, en concreto. cuando no conste el
dl1micilio de la persona que deba ser emplazada o se ignore su paradero.
Pero. en· cualquiera caso. es necesario que el acuerdo o resolución
judicial de lener a la parte como persona en ignorado paradero se
halle fundado en criterios de f'lzonabilidad que lleven a la convicción
o certeza de la inutilidad de cualquier otra modalidad de citación.
La notiflcaci6n por edictos es, pue~. un procedimiento que puede ser
utilizado sólo en último lugar, en defecto de los dema:r. medios que
aseguran en mayor grado la recepción de la comunicación (SSTC
234/1988, 174/1990 Y203/1990).

4. A la luz sde la doctrina expuesta corresponde ahora analiz<lr
l<1 concreta actividad desarrollada por el órgano judicial de instancia
-la Magistratura de Trabajo numo I de Vizcaya- para emplazar al
hoy recurrente en amparo. Dicho órgano judicial dtó a las panes al
acto de conciliación y juicio para el dia 10 de octubre de 1986, dos
anos después de la presentación de la demanda, practicando la citación
a la parte demandada mediante correo certificado. Segun diligencia
extendida por el Secretario de la Magistratura, la eMula de citación
"0 pudo ser entregada al demandado al ser devuelta la tarjeta de acuse

~~cibo por el servicio de correos con la mención '/se ausentó".
días después la Magistratura de Trabajo acordó por providencia

v de octubre de 1986 la citación del señor Abelaints por medio
. L .... edicto, publicado en el «Boletín Oficial del Senorio de Vizcaya».

A partir de ese momento no existe constancia de que se haya extendido
ninguna diligencia al domicilio del recurrente, siendo notificad;as todas

las resoluc1nne" JUJICI.l:"S dictadas en el procedimiento mediante ir~c:··

cii)'l en el ,·Boic]]'] Oflc:,il de-i Sei''¡orin de Vizc¡¡ya"

5. A lenC'r de' (:d,mto dntecedc es claro que no h:l :.'~;islido una
millima activjcldd in;".~sligad<)ni ror ¡'1<Jrte- dd organo judida] sobre ei
paradero del n':(U'Tel~;l' \.lue rermi¡icse el emplaz::tmiento rer"Oln~\1 P;¡f<l
el acto de cnl:ciiiaói¡l' y juicic' y su-:esívo" actos procesale~ En 1:1'
actuctciones C(>;:SI,i ,¡de. Ir;ls la infructuosa citacion postal por COTren
ce.nilic.:ldo con deu:,-c de reciho. la Magistratura de Trabajo n(¡n~ 1
(le Viz-:aya prol'eJi,) '-'o notificar a !a pal1e demandada flor edicl,,~.

suponiendola si:1 m:.!:> ~r, paradero Je~collocido y sin haber cumplido
antes las ex.ig<.'n;::i::J<, DJ't'\'ista<.. en el arto "27 de la Ley de PrncedimiEfllü
LaooraL Si el dema'Hiddo no fue hallado en el domicilio sucial de
la EmpresCl por el lunciunarin de C'OITeos que efc~ctuó la citacion por
correo. debió in;enU-¡I"e·la n'-Itiíicación domiciliaria. bien por Secre1ari<J
o por Agent.;> juJicia! p, en su C<lsO. entregando la cédula de notilicacion
a vecinos, si ~"lOs tU"dt:r,m conucimienlo de su actual domicilio; Dejó
pues, de realizar"" un., nueva pl""quisa. más fiable. que pemliliera saber
con alguna certidumhre ",i el dt:m,tndado era localizable en aquel o
en algún otro lugar. Mas equiparando al parecer la ausencia en el
momento det reparto del funcionario de correos"'('on el ignorado paTCl­
dero. el órgano JUdicial acordo de plano el emplazamiento por edictos,
sin agotar los demás medios legales de emplazamiento. Todo lo cual
obliga a conceder el amparo ,11 recurrente por haberse lesionado su
derecho a ohtener un,l tutela judicial efectiva.

FALLO

En atem:ión a lo expuesto, e! Tribunal Constitucional. POR LA ...... l'fO

RIDAD QUE LE U)"'FIl~Rf LA CO.... ST111JCIÓN DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Abelairas Pérez y. en
Su virtud:

Primero.-Declarar la nulidad de la Sentencia de la Magistratura
de Trabajo núm. l de Vizcaya de 17 de noviembre de 1986, dictadH
enAutos numo 1.270/1984. sobre reclamación de salarios.

Segundo.-Reconocer el derecho del recurrente a la tutela judicial
efectiva sin indefensión.

Tercero.-Rcstablecer al recurrente en la integridad de su derecho.
retrotrayendo las actuaciones al momento inmediatamente anterior a
la citación del acte> de conciliación y juicio. para que sea c¡~3do con
todas las garantías legales.

Publiquese esta Sentencia en el ("Boletín Oficial del Estado)l.

Dada en Madrid a once de junio de mil novecientos noventa y
dos.-Francisco Tomas y Valiente.-Femando Garcia·Mon y Gonzá­
lez-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis
López Guerra.-Fim1Jdo y rubricado.


